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SOBRE: 
DISCRIMEN 

Panel integrado por su presidente el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 
Juez Colom García y la Jueza Cortés González        

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 
SENTENCIA  

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparecen las co-demandadas NTT DATA Inc., NTT DATA 

International LLC, NTT DATA EAS, Inc., en adelante NTT DATA o 

peticionaria, y solicita la revisión de una Resolución dictada por 

el Tribunal de Primera Instancia, (T.P.I.), el 7 de abril de 2016, 

notificada el 11 de abril de 2016.  Mediante ésta el T.P.I. denegó 

una moción para que se dicte Sentencia Sumaria, presentada 

por NTT DATA, el 11 de febrero de 2016.   

Atendidos los alegatos de las partes y enumerados los  

documentos complementarios, que obran en el expediente 

judicial, DENEGAMOS la expedición del auto de Certiorari 

solicitado.  Exponemos. 

I 

 El Sr. Ricardo Dávila Frank, presentó demanda en daños y 

perjuicios y despido injustificado, por alegado discrimen de su 
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patrono NTTDATA, Inc.  Los hechos que dieron margen a la 

misma son los siguientes: 

 Dávila trabajo para NTT DATA, desde el 20 de julio de 

1998, hasta el 5 de noviembre de 2014.  Los distintos 

departamentos que componen la administración general de las 

operaciones de NTT DATA, tales como el Departamento de 

Nóminas, el de Recursos Humanos, están ubicados en Boston, 

Massachusetts, y en Plano, Texas.   NTT DATA tiene por política 

corporativa llevar a cabo sus asuntos de acuerdo a los más altos 

principios morales y éticos y cumplir con todas las leyes. 

 El 1 de diciembre de 2006, Dávila Franki contrajo nupcias 

con otra empleada de nombre Jessica Vera Beveraggi (Vera).  

Éstos procrearon 2 hijos durante su matrimonio.  Dávila ocupaba 

una posición más alta que su esposa en la compañía.  Allá para 

el 7 de marzo de 2012, Dávila y Vera comenzaron un proceso de 

divorcio, custodia, patria potestad y alimentos, del cual el 

patrono NTT DATA tuvo conocimiento.   

 Como parte del proceso de divorcio el T.P.I. dictó Orden el 

16 de julio de 2013, requiriendo a NTT DATA la retención de 

$253.84 dólares bisemanales del salario de Dávila, para 

alimentos de los menores.  La referida orden de retención de 

ingresos dispuso que se remitieran los salarios retenidos a 

ASUME.   

 El 18 de noviembre de 2013, el T.P.I. emitió una orden de 

retención de ingresos enmendada.  Ésta dispuso, que la cuantía 

a ser retenida del salario de Dávila bisemanal aumentaría de 

$253.84 a $660.00.  El 25 de noviembre de 2013, Dávila dio 

instrucciones a Satyanarayana Burepally (Satya), para que 

ignorara la Orden de Retención Enmendada y continuara 

descontando la cuantía de $253.84 bisemanal, según surgía de 



 
 

 
KLCE201600740    

 

3 

la orden de retención original.1   Ello porque él (Dávila) se 

encontraba cuestionando la orden de enmienda ante el T.P.I.2 

 Aun, cuando la orden de retención enmendada, disponía 

que la retención era de $660.00 bisemanales, Satya indicó que 

estaría reteniendo $330.00 bisemanales.3  Dávila no permitió 

que Satya retuviera de su salario las cantidades 

correspondientes, conforme a la Orden Enmendada.  Acordaron 

retener la cantidad de $330.00 bisemanal en lugar de la cantidad 

ordenada de $660.00 bisemanales.4   

 Luego Satya le escribió a Dávila que deben cumplir los 

términos de la orden de retención enmendada, que requería una 

deducción de $660 bisemanales.5  Dávila contestó no estar de 

acuerdo con dicha deducción, pues éste ha hecho unos pagos 

directos a los beneficiarios, que no están siendo tomados en 

consideración.  Consignó que esa es su posición y no aprueba tal 

deducción.6 

 A manera de explicación adicional, Dávila le indicó a la 

Sra. Di Muro que éste ha cumplido con la Orden Enmendada 

Original, pero que se opone porque está incorrecta y el T.P.I. le 

ha concedido una vista.  Por tanto, no debe haber preocupación 

                                                 
1
 Satya era un empleado del Departamento de Nóminas de NTT DATA destacado en las Oficinas 

de la Compañía en la India, que de manera remota manejó las órdenes de retención de salarios 

para alimentos, dictada por el T.P.I. y ASUME contra los salarios de Dávila. 
2
 Específicamente, Dávila cursó un correo electrónico el 25 de noviembre de 2013, a Satya 

indicándole lo siguiente: “Hi Satya you should be receiving an amendment to my child support 

which is erroneous.  We have to filed a request for explanation so as of now ignore and continue 

with the original one”.  Anejo 3, pág.227, Certiorari. 
3
 Así surge de un correo electrónico enviado por Satya a Dávila, fechado 26 de nov. 2013.  Éste 

indicaba: “Ricardo, it is new deduction as per new notice earlier we witheld  $253 and now $330”.  

Luego escribió:  Ricardo, it will be $330 per period since we are bi-weekly”.  Anejo 3, pág. 226, 

Certiorari. 
4
 En correo electrónico enviado por Satya a Dávila, el 10 de junio de 2014, éste señala:  “Hi 

Ricardo if you remember we have agreed to deduct $330 from each pay period towards child 

support”.  Anejo 3, pág. 233, Certiorari. 
5
 En el correo electrónico del 10 de junio de 2014, Satya le indica a Dávila:  “But we have 

observed that we need to deduct $660, since we are bi-weekly paid in each pay period enclosing 

the order.  Please let me know whether I can go ahead with the deduction of $660 from pay date 

06/13/14 upon your confirmation, I shall proceed further.  Anejo 5, pág. 233, Certiorari. 
6
 En correo electrónico enviado por Dávila el 5 de agosto de 2014, a Cheryl Di Muro, directora del 

Departamento de Nómina de NTT DATA, éste le indica.  “I don’t agree with it as direct payments 

have been made to the beneficiary and they have not taken that into consideration.  That’s my 

stant.  I don’t approve such deduction”.  Anejo 6, pág. 234, Certiorari.   
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con el cumplimiento de la Orden, pues hay pautada una vista 

para el 18.7 

 Di Muro, se sostiene en que habiendo una orden del 

tribunal, ésta debe ser cumplida.8  Culminó expresando la 

posición de la compañía para no incurrir en incumplimiento a la 

Orden.9  De otra parte, ante el incumplimiento a los términos de 

la Orden del T.P.I. sobre el aumento a la retención de salarios a 

Dávila, su esposa Vera y su abogada, la Lcda. Marie Quiñones, 

dieron la voz de alerta a Satya sobre esta situación.  Ante la 

inacción de éste, la Lcda. Quiñones se comunicó con la 

supervisora de Satya, la Sra. Cheryl Di Muro, Directora de 

Nómina de NTT DATA, haciendo el mismo reclamo. 

 El 5 de septiembre de 2014, tras haber recibido una 

querella de la señora Vera, ASUME expidió a NTT  DATA una 

notificación de incumplimiento con la orden de retención de 

ingresos en el caso de Dávila.  Las actuaciones de Dávila 

generaron una investigación interna por el Departamento de 

Recursos Humanos de NTT DATA.  Como parte de ésta, se 

realizaron entrevistas a Dávila, Satya y Di Muro.   

 Como resultado de la investigación, la Compañía despidió a 

Satya, efectivo el 3 de noviembre de 2014.  Finalmente los 

señores Marcelo Casas y Valeri Wickersham, Oficiales de NTT 

DATA le informaron a Dávila que efectivo el 5 de noviembre de 

2014, cesaba en su empleo con NTT DATA. 

                                                 
7
 En correo electrónico de 5 de agosto de 2014, Dávila le escribe a Di Muro:  “We are complying  

with the original amended order.  We are following their process.  An order was put in place, we 

opposed because it was wrong and they gave us a hearing.  There would not be a compliance issue 

since we have hearing on the 18
th

”.  Anejo 6, 236, Certiorari. 
8
 Correo electrónico de Di Muro a Dávila, 5 de agosto de 2014.  “If there is a garnishment order, it 

must be taken unless a release is received”.   
9
 En correo electrónico de 5 de agosto de 2014, Di Muro escribe a Dávila:  “I have asked Satya to 

foward a copy or the order.  I will have a member of my team contact the agency to see if there is 

a revision or get confirmation that we can delay taking the deduction until the hearing.  Without 

the authorization Ricardo, the company has to comply with the legal request.  We are not trying to 

be difficult, but I can’t put the company a risk for not complying to the order either”.  Anejo 6, 

pág. 236, Certiorari. 
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 Inconforme con tal proceder, Dávila presentó demanda el 

26 de enero 2015, contra NTT DATA.10  Alegó, que su despido 

fue injustificado, discriminatorio por razón de género y en 

represalia, en violación a las Leyes Núm. 80 de 30 de mayo de 

1976, Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959 y Ley Núm. 115 de 

20 de diciembre de 1991.   

 El 9 de febrero de 2015, NTT DATA, presentó su 

contestación a la demanda, en la cual negó las alegaciones del 

demandante y levantó afirmativamente que el despido del 

demandante se debió exclusivamente a sus propios actos, quien 

abusó de su posición gerencial en la compañía, para alterar y 

reducir las cantidades a ser retenidas por la compañía de su 

salario, para propósito del pago de pensión alimentaria para sus 

hijos menores, en violación a la Orden de Retención del T.P.I. e 

implementada por ASUME.  Señaló que tal acción, expuso a la 

compañía a penalidades y que sus actuaciones violentaron la 

política de integridad, honestidad y respeto que exigía la 

compañía a sus empleados y quebrantaron la relación de 

confianza entre ésta y Dávila. 

 El 11 de febrero de 2016, NTT DATA, presentó Moción 

Solicitando se Dicte Sentencia Sumaria.  El 30 de marzo de 

2016, la parte demandante presentó su escrito de oposición.  El 

7 de abril de 2016, el T.P.I. dictó Resolución denegando la 

Solicitud de Sentencia Sumaria de NTT DATA.  Éste determinó 26 

hechos que no están en controversia.  Sin embargo, resolvió que 

no procedía dictar Sentencia Sumaria porque entendió están en 

controversia dos hechos que el demandante planteó en su 

contestación a Sentencia Sumaria, a saber: 

                                                 
10

 Véase Apéndice 1, págs. 1-6, Certiorari. 
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1. Que en ocasión de la reunión de despido de Dávila, 

Marcelo Casas, le informó que también se le despedía 

por sus problemas de divorcio, pensión y custodia. 

2. Que Casas quitó a Dávila ciertas funciones y/o clientes, 

reduciendo sus ingresos, como consecuencia de los 

asuntos relacionados a su divorcio, custodia y 

alimentos. 

Inconforme con este dictamen, NTT DATA presentó la 

petición de Certiorari de epígrafe.  En ésta se formularon dos 

(2) señalamientos de error: 

1. Erró el T.P.I. al declarar no ha lugar la 

Moción de Sentencia Sumaria presentada por 
NTT DATA, a pesar de haber determinado 

como hechos materiales no controvertidos 
las serias violaciones que Dávila cometió al 

violar e inducir a NTT DATA a violar las 
órdenes de retención de salarios del Tribunal 

y Asume, en relación a la pensión de 
alimentos de sus hijos, y a pesar de la 

ausencia de prueba que impide a Dávila 
apoyar sus reclamaciones de discrimen y 

represalia. 
 

2. Erró el T.P.I. al declarar no ha lugar la 
Moción de Sentencia Sumaria presentada por 

NTT DATA, habiendo incumplido la parte 

recurrida con los requisitos de forma que 
exige la Regla 36 y descansando su 

oposición en un Sham Affidavit con el 
propósito de crear una controversia de hecho 

artificial o simulada. 

 

II 

Derecho Aplicable 

A. 

La Moción de Sentencia Sumaria es un mecanismo 

procesal que provee nuestro ordenamiento para propiciar la 

solución justa, rápida y económica de controversias en las cuales 

resulta innecesario celebrar un juicio plenario. Procede en 

aquellos casos en los que no existen controversias reales y 
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sustanciales en cuanto los hechos materiales, por lo que lo 

único que queda por parte del poder judicial es aplicar el 

Derecho. Oriental Bank & Trust v. Perapi S.E, 2014 TSPR 133, 

192 DPR ___ (2014), res. el 15 de noviembre de 2014; SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013); 

Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010). 

En nuestro ordenamiento el mecanismo de Sentencia 

Sumaria está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V.  En esencia, esta regla dispone que para 

emitir una adjudicación de forma sumaria es necesario que de 

las alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas, si las 

hubiere, y alguna otra evidencia surja que no existe controversia 

real y sustancial en cuanto a ningún hecho esencial y pertinente 

y que, como cuestión de derecho, se debe dictar Sentencia 

Sumaria a favor de la parte promovente. Regla 36.3(e) de 

Procedimiento Civil de 2009, supra. Véanse, además, SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 430; Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 (2012).  

Solo procede dictar Sentencia Sumaria cuando surge de 

manera clara que, ante los hechos materiales no controvertidos, 

el promovido no puede prevalecer ante el Derecho aplicable y el 

Tribunal cuenta con la verdad de todos los hechos necesarios 

para poder resolver la controversia. Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra, pág. 129; Nieves Díaz v. González Massas, 

supra, pág. 848. 

La parte que promueve la Moción de Sentencia Sumaria 

debe establecer su derecho con claridad y además, debe 
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demostrar que no existe controversia sustancial o real en cuanto 

a algún hecho material, es decir, en cuanto a ningún 

componente de la causa de acción. Mun. de Añasco v. ASES et 

al., 188 DPR 307, 326 (2013); Nieves Díaz v. González Massas, 

supra, pág. 848; González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 DPR 127, 

137 (2006). Un hecho material es aquel que puede afectar 

el resultado de la reclamación de acuerdo al derecho 

sustantivo aplicable.  Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 

213 (2010) citando a J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, San Juan, Pubs. J.T.S., 2000, T. I, pág. 609; Mun. 

de Añasco v. ASES et al., supra, págs. 326-327. La Regla 36.1 

de Procedimiento Civil de 2009 se refiere a estos hechos como 

“esenciales y pertinentes…”. 32 LPRA Ap. V.  

La controversia en cuanto al hecho material tiene que ser 

real por lo que cualquier duda es insuficiente para derrotar una 

Solicitud de Sentencia Sumaria. Ramos Pérez v. Univisión, supra, 

págs. 213-214. La duda debe ser de naturaleza tal que permita 

“concluir que existe una controversia real y sustancial sobre 

hechos relevantes y pertinentes”. Íd. (Énfasis en el original). 

Por otro lado, la Regla 36 de Procedimiento Civil también 

regula de manera específica los requisitos de forma que debe 

cumplir la parte promovente de la Moción de Sentencia Sumaria 

así como la parte que se opone a esta.  

En SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, se discutió 

que, en cuanto al listado de hechos no controvertidos que la 

parte promovente debe exponer en su Solicitud, esta tiene que 

“desglosarlos en párrafos debidamente numerados y, para cada 

uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración 
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jurada y otra prueba admisible que lo apoya”. Id. pág. 432. A su 

vez, la parte que se opone a la Moción de Sentencia Sumaria 

está obligada a “citar específicamente los párrafos según 

enumerados por el promovente que entiende están en 

controversia y, para cada uno de los que pretende controvertir, 

detallar la evidencia admisible que sostiene su impugnación con 

cita a la página o sección pertinente”. Id. pág. 432.  

Vemos que según nuestro ordenamiento procesal civil, se 

les exige tanto al promovente como al opositor de una Moción de 

Sentencia Sumaria que cumplan con unos requisitos de forma 

específicos para que pueda considerarse su Solicitud. El 

incumplimiento con estos requisitos tiene repercusiones distintas 

para cada parte.  

De un lado, si el promovente de la moción incumple con 

los requisitos de forma, el Tribunal no estará obligado a 

considerar su pedido. A contrario sensu, si la parte opositora no 

cumple con los requisitos, el tribunal puede dictar Sentencia 

Sumaria a favor de la parte promovente, si procede en Derecho. 

Id. Incluso, si la parte opositora “se aparta de las directrices 

consignadas [en la regla] el tribunal podrá no tomar en 

consideración su intento de impugnación [de los hechos 

ofrecidos por el promovente].” Id. pág. 433. 

En resumen, en SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, 

se estableció que el ordenamiento procesal civil de nuestra 

jurisdicción 

coloca sobre las partes, quienes conocen de primera 

mano sus respectivas posiciones, así como la 
evidencia disponible en el caso, el deber de 

identificar cada uno de los hechos que estiman 
relevantes, al igual que la prueba admisible que los 



 
 

 
KLCE201600740 

 

10 

sostiene. Se facilita, por lo tanto, el proceso 

adjudicativo al poner al tribunal en posición de 
evaluar conjuntamente las versiones encontradas 

para cada uno de los hechos refutados a la luz de las 
referencias a la prueba que alegadamente los apoya. 

Este sistema claramente agiliza la labor de los jueces 
de instancia y propende la disposición expedita de 

aquellas disputas que no necesitan de un juicio para 
su adjudicación. Id. págs. 433-434.  

En ese sentido, el Tribunal Supremo ha sido enfático en 

que el mecanismo de la Sentencia Sumaria tiene un gran valor 

en nuestro ordenamiento civil. Ramos Pérez v. Univisión, supra, 

pág. 214. Correctamente utilizada, la Sentencia Sumaria evita 

“juicios inútiles, así como los gastos de tiempo y dinero que 

conlleva para las partes y el tribunal.” Id. Por ello, este Tribunal 

ha dejado claro que, aunque en el pasado nos referimos a la 

Sentencia Sumaria como un mecanismo procesal 

“extraordinario”, ello no significa que su uso esté excluido en 

algún tipo de pleito. De hecho, en el ámbito de la Moción de 

Sentencia Sumaria nuestro ordenamiento “no excluye tipos de 

casos y realmente puede funcionar en cualquier contexto 

sustantivo”. P. Ortiz Álvarez, Hacia el uso óptimo de la sentencia 

sumaria, 3 Forum 3, 9 (1987).  Es decir, nuestra jurisprudencia 

es clara en que no importa lo complejo que sea un pleito, si de 

una bien fundamentada Moción de Sentencia Sumaria surge que 

no existe controversia real en cuanto a los hechos materiales del 

caso, puede dictarse Sentencia sumariamente.  

Finalmente, las Reglas de Procedimiento Civil de 2009 

introdujeron un cambio significativo en cuanto a las obligaciones 

de los tribunales al momento de atender Solicitudes de 

Sentencia Sumaria. En específico, en la Regla 36.4 se estableció 

lo siguiente: 
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Si en virtud de una moción presentada bajo las 

disposiciones de esta regla no se dicta sentencia 
sobre la totalidad del pleito, ni se concede todo el 

remedio solicitado o se deniega la misma, y es 
necesario celebrar juicio, será obligatorio que el 

tribunal resuelva la moción mediante una 
determinación de los hechos esenciales y 

pertinentes sobre los cuales no hay 
controversia sustancial y los hechos esenciales 

y pertinentes que están realmente y de buena 
fe controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía 

de los daños u otra reparación no está en 
controversia, ordenando los procedimientos 

ulteriores que sean justos en el pleito, incluso una 
vista evidenciaria limitada a los asuntos en 

controversia. Al celebrarse el juicio, se considerarán 

probados los hechos así especificados y se procederá 
de conformidad. 

A base de las determinaciones realizadas en 

virtud de esta regla el tribunal dictará los 
correspondientes remedios, si alguno. 32 LPRA Ap. 

V. 

Como se puede apreciar, esta regla establece que la 

presentación de una Moción de Sentencia Sumaria tendrá unos 

efectos importantes en el litigio, independientemente de 

cómo esta se adjudique. Ahora se les requiere a los jueces 

que aun cuando denieguen, parcial o totalmente, una Moción de 

Sentencia Sumaria, determinen los hechos que han quedado 

incontrovertidos y aquellos que aún están en controversia. 

En cuanto a esta nueva exigencia, el tratadista José A. 

Cuevas Segarra explica lo siguiente: 

Esta regla se modificó para disponer que el 

tribunal...está obligado a determinar, mediante 
resolución, los hechos esenciales y pertinentes sobre 

los que no existe controversia sustancial, así como 
aquellos que estén incontrovertidos, a los fines de 

que no se tenga[n] que re litigar los hechos que no 
están en controversia. 

... 

Lo importante de esta regla es que el nuevo 
texto mejorado hace énfasis en el carácter 

mandatorio de la determinación de los hechos 
materiales sobre los cuales no hay controversia 

sustancial y los hechos materiales que están 
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realmente y de buena fe controvertidos. Esta es la 

única forma de propiciar una revisión adecuada 
por los foros apelativos. J.A. Cuevas Segarra, 

Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed. T. III, 
Publicaciones JTS, 2011, págs. 1074-1075. (Énfasis 

suplido). 

Como vemos, nuestro Tribunal Supremo se ha expresado 

en múltiples ocasiones en cuanto a los requisitos que deben 

cumplir las Mociones de Sentencia Sumaria y en cuanto al 

estándar que deben utilizar los jueces de instancia al momento 

de atender ese tipo de mociones. Sin embargo, en reducidas 

ocasiones éste se ha expresado en cuanto al estándar aplicable 

al Tribunal de Apelaciones al momento de revisar las 

determinaciones del foro primario de conceder o denegar 

Mociones de Sentencia Sumaria. Pasemos entonces a explorar 

específicamente este aspecto. 

B.  Revisión de Sentencia Sumaria ante el Tribunal de 

Apelaciones 

El Tribunal Supremo ha sido enfático al establecer que, 

como parte de sus deberes, el foro apelativo intermedio está 

obligado a resolver los asuntos presentados ante su 

consideración de forma fundamentada. Ello en aras de que el 

Tribunal Supremo, como foro revisor de última instancia, cuente 

con un récord completo al momento de ejercer su función 

apelativa. Maldonado Bermúdez v. Maldonado González, 141 

DPR 19 (1996)(Per Curiam).  

En cuanto al asunto específico del estándar que debe 

utilizar el Tribunal de Apelaciones al momento de revisar 

determinaciones del foro primario en las que se conceden o 

deniegan Mociones de Sentencia Sumaria, el Tribunal Supremo 

solo se ha expresado en una ocasión anterior, al caso de 

Meléndez González et al v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, 193 DPR 
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___ (2015).  En Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 (2004), expresó 

lo siguiente:  

El tribunal apelativo utilizará los mismos 
criterios que el Tribunal de Primera Instancia al 

determinar si procede una sentencia sumaria.  

Sin embargo, al revisar la determinación de 

primera instancia, el tribunal de apelación está 
limitado de dos maneras: primero, sólo puede 

considerar los documentos que se presentaron ante 
el foro de primera instancia. Las partes no pueden 

añadir en apelación exhibit[s], deposiciones o 
affidávit[s] que no fueron presentados 

oportunamente en el foro de primera instancia, ni 
pueden esbozar teorías nuevas o esgrimir asuntos 

nuevos por primera vez ante el foro apelativo. 
Segundo, el tribunal apelativo sólo puede determinar 

si existe o no alguna controversia genuina de hechos 
materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 

forma correcta. No puede adjudicar los hechos 

materiales esenciales en disputa. Esa tarea le 
corresponde al foro de primera instancia. Id., págs. 

334-335. (Énfasis suplido). 

Desde hace una década el Tribunal Supremo expresó que 

el Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma 

posición que el Tribunal de Primera Instancia al momento 

de revisar una Solicitud de Sentencia Sumaria. Además, 

debe utilizar los mismos criterios que el ordenamiento le impone 

al foro primario para analizar si procede o no la desestimación de 

un pleito por la vía sumaria.  

Sin embargo, en Vera v. Dr. Bravo, supra, se limitó el 

ámbito de discreción del foro apelativo intermedio en casos de 

revisión de Sentencias Sumarias en dos (2) aspectos. Como 

vimos, el primer aspecto representa una limitación básica del 

Derecho Procesal Apelativo en el sentido de que, de ordinario, 

las partes que recurren a un foro apelativo no pueden litigar 

asuntos que no fueron traídos a la atención del foro de instancia. 

Véase, E.L.A. v. Northwestern Selecta, 185 DPR 40, 55 (2012). 

El segundo, limita la facultad del Tribunal de Apelaciones a 
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revisar si en el caso ante su consideración existen controversias 

reales en cuanto a los hechos materiales, mas no puede 

adjudicarlos. 

III 

 Nos corresponde determinar si el T.P.I. incidió en su 

determinación de denegar la Sentencia Sumaria presentada por 

la parte peticionaria, a base de que hay hechos en controversia 

que deben ser dirimidos en juicio plenario y que derrotan en esta 

etapa, la concesión de la Sentencia Sumaria presentada. 

 En concreto, la parte peticionaria sostiene en su primer 

señalamiento de error que por un lado el T.P.I. relaciona unos 

hechos materiales no controvertidos que prueban que el 

recurrido Dávila, violentó las reglas internas de la compañía al 

usar su posición de gerencial para presionar a un subalterno a no 

seguir las órdenes de retención de salarios dictadas por el 

tribunal e implantadas por ASUME, y a pesar de carecer de 

prueba para apoyar sus reclamaciones de discrimen y 

represalias.   

 De otra parte, en su segundo señalamiento de error, la 

peticionaria acusa error al T.P.I. al negarse a dictar Sentencia 

Sumaria, cuando la parte recurrida incumple con los requisitos 

de forma que exige la Regla 36 de Procedimiento Civil y 

descansa su oposición en un “Sham Affidavit”, Lugo Montalvo v. 

Sol Meliá Vacation, 2015 TSPR 159 194 DPR ___ (2015), para 

crear una controversia de hechos artificial o simulada.  En 

contraposición a tales señalamientos de error, la parte recurrida 

sostiene, y el T.P.I. apoyó la existencia de una controversia real 

de hechos materiales, que impide el decreto de la Sentencia 

Sumaria solicitada. 
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 En concreto, se plantea que el supervisor del peticionario, 

Sr. Casas, le reveló la verdadera razón de su despido el día en 

que le notificó su cesantía, cuando le admitió que se le despedía 

por sus problemas de divorcio, pensión y custodia de sus hijos.  

También está en controversia, si Casas le quitó a Dávila ciertas 

funciones y/o clientes, reduciendo sus ingresos, como 

consecuencia de los asuntos relacionados a su divorcio, custodia 

y alimentos.  Tales aspectos, dice el T.P.I. en su Resolución de 7 

de abril de 2016, son asuntos de credibilidad que requieren ser 

llevados a una vista evidenciaria para dirimirlos.   

 Analicemos las posiciones planteadas para llegar a un 

dictamen justiciero. 

 De los alegatos de las partes, surge que no existe 

controversia real sustancial en la relación de hechos relevantes y 

pertinentes (26 en total), formulados por el T.P.I. en la 

Resolución recurrida del 7 de abril de 2016.  Existe, sin 

embargo, controversia en dos elementos que el T.P.I. identificó, 

como que crean una controversia real sustancial sobre los 

hechos materiales esenciales, cuya existencia derrota la 

Sentencia Sumaria presentada por la peticionaria NTT DATA.   

 En cuanto a la relación de hechos no controvertidos, la 

peticionaria sostiene que éstos demuestran que el recurrido 

Dávila, se valió de su posición como Gerente y alegado 

supervisor del subalterno Satya para presionarlo a no seguir las 

órdenes de retención promulgadas por el T.P.I. y puestas en 

práctica por ASUME.  Ello para no afectarse económicamente.   Y 

que al así actuar violentó las reglas internas de la compañía 

(NTT DATA).  En el análisis de dicha relación de hechos no 

controvertidos, y la evidencia de correos electrónico que la 

sostienen, reconocemos la interacción de Dávila con el empleado 
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Satya, para que se le retuviera de su salario una cantidad menor 

a los $660 bisemanales que ordenó el T.P.I. en su Orden 

enmendada de 18 de noviembre de 2013.  Pero también resalta 

la explicación de Dávila de que éste: 

1. Le hacía aportaciones directas a sus hijos, lo que debía ser 

tomado en consideración por el T.P.I. a la hora de imponer la 

cuantía a ser retenida,11 

2. se estaba cuestionando la cuantía de retención impuesta,12 y 

se opone porque la cuantía es incorrecta, y el tribunal le 

concedió una vista para el día 18 de agosto.13 

De manera que, en la evaluación de los hechos no 

controvertidos, cada parte tiene su interpretación sobre el 

significado de los mismos.  Vemos que el T.P.I. no entró a 

interpretar dicha relación de hechos, a favor o en contra de una 

parte, para adjudicar la Sentencia Sumaria presentada por NTT 

DATA.  El T.P.I., sin embargo, sí consideró los aspectos que 

sirven de base a la demanda de Dávila, y que el T.P.I. entendió 

estaban apoyados por prueba suficiente para elevarlos a la 

categoría de hechos materiales esenciales que derrotaban la 

pretensión de resolver por la vía sumaria, la demanda 

presentada y su oposición.   

Nos referimos a las siguientes alegaciones de la demanda 

de Dávila: 

a. Que el día que Casas le notificó a Dávila que estaba 

siendo despedido, éste le admitió que la razón del 

despido eran los problemas de divorcio, pensión y 

custodia de sus hijos. 

                                                 
11

 Véase correo electrónico de Dávila a Cheryl Di Muro de 5 de agosto de 2014.  Anejo 6, pág. 

234, Certiorari. 
12

 Correo electrónico de 25 de noviembre de 2013, de Dávila a Satya.  Anejo 3, pág. 227, 

Certiorari 
13

 Correo electrónico de 5 de agosto de 2014, Anejo 6, pág. 236. 
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b. Que Casas le quitó a Dávila ciertas funciones y/o 

clientes, reduciendo sus ingresos, como consecuencia 

de los asuntos relacionados a su divorcio, custodia y 

alimentos. 

En el escrutinio que hemos hecho de documentos que 

forman parte del apéndice del Certiorari ante nuestra 

consideración, encontramos que no solo el demandante Dávila 

sostiene estos alegatos bajo juramento mediante affidavit de 30 

de marzo de 2015, en que éste declara además, haber leído el 

escrito de oposición a Sentencia Sumaria,14 sino que también 

encontramos extractos de la deposición que le tomó la parte 

peticionaria a Dávila, el 11 de septiembre de 2015.  A la página 

31 de ésta, Dávila indica:  

P  ¿Me estaba diciendo que aproximadamente 

cuándo fue que ocurrió esa reunión? 
 

R  Noviembre 4, te había comentado. 
 

P  Okey.  ¿Y qué pasó en esa reunión?  
 

R  Se me informa que …  Marcelo habla que 
debido a, a mis problemas que yo llevaba con, 

con la custodia de mis hijos … 

 
P  Unjú. 

 
R  … con mi divorcio y la pensión y todo eso, iba 

a ser cesanteado efectivo inmediatamente, que 
esos proble… que esos problemas míos estaban 

causando problemas en la empresa y que… y me 
sacó.  Ya.  „No questions asked‟.  Ellos me 

pidieron mi computadora, si la tenía.  Mi 
computadora la habían … 

 
P  Unjú.   

 
R  … robado en octubre 30, o algo así, y esto fue 

en noviembre 4. 

 
P  Injú. 

 
R  Y, y nada, que estaba cesan… que estaba ya 

despedido. 
 

                                                 
14

 Anejo 2, págs. 223-225, Certiorari. 
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P  Okey. 

 
R  Que tenía derecho a mis vacaciones y a mis 

días de enfermedad, o no, porque… 
 

                        Anejo 1, página 183, Certiorari. 
 

 De este intercambio surge claramente que la parte 

demandante está alegando que Marcelo Casas (Supervisor de 

Dávila)  le dijo el día de su despido que la razón del mismo era 

por sus problemas de custodia de sus hijos, de su divorcio y la 

pensión, que le estaban causando problemas en la empresa. 

 De otra parte, Dávila en su deposición sostiene la 

alegación de que Casas intervino para quitarle funciones y/o 

clientes, reduciendo sus ingresos, como consecuencia de sus 

problemas personales.  A las páginas 139-140 de ésta, Dávila 

indica: 

R.  “Y él, y él, básicamente, me decía,   “Con 

todos estos revoluces que tú tienes yo no te voy 
a asignar más clientes, no te voy a asignar 

proyectos”.  Inclusive, yo tengo … en una 

ocasión a mi me enviaron un e-mail que vino 
directamente del Presidente, del CEO de NTT 

DATA, pidiéndome a mí que me encargara de 
una cuenta de Boston, y él escribió que Ricardo 

… que lo iba a coger de sorpresa a Ricardo, y 
que Ricardo no podía atender este cliente, que 

él se tenía que quedar en Puerto Rico.  Y en ese 
correo, lo que pasa es que no lo, no lo tengo 

conmigo, pero en ese correo yo me acuerdo 
haberle dicho a él, “Oye, me encanta eso, la 

idea de ir a Boston.  Estaría super chévere, sería 
buena experiencia „overee‟ un proyecto tan 

grande como ese”. 
 

                    Anejo 1, págs. 206-207, Certiorari 

 
 Como hemos visto, surge en el expediente ante nuestra 

consideración, tanto la declaración jurada del 30 de marzo de 

2016 de Dávila sosteniendo los dos aspectos apuntados por el 

T.P.I. en la resolución recurrida, como que están en 

controversia, como los extractos de la Deposición que se le 

tomara a éste el 11 de septiembre de 2015.  Concluimos pues, 
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que el T.P.I. cumplió con la normativa de la Regla 36 de las de 

Procedimiento Civil, como de su jurisprudencia interpretativa de 

identificar aquellos hechos que no están en controversia (26 de 

ellos) según reseñados en su resolución de 7 de abril de 2016, 

como los dos aspectos identificados por éste, a saber: 

a. Que Casas le manifestó a Dávila el día del despido 

que la razón del mismo eran sus problemas 

personales de divorcio, pensión y custodia, y los 

problemas que éstos le generaban en su 

desempeño en la empresa (NTT DATA).   

b. Que Casas intervino directa y afirmativamente 

para quitarle clientes a Dávila o reducirle 

funciones, con su efecto concomitante en la 

reducción de sus ingresos y tal acción fue 

derivada de los asuntos relacionados con el 

divorcio, custodia y alimentos que confrontaba 

Dávila. 

En consonancia con la directriz que le impartiera el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, a este Tribunal de Apelaciones 

en el caso de Meléndez et al v. M. Cuebas, supra, en lo que toca 

al escrutinio de la Sentencia sumaria, resolvemos que: 

1. Adoptamos la Relación de Hechos del Número 1 al 26 

de la Resolución de 7 de abril de 2016 del T.P.I., como 

hechos que no están en controversia.   

2. Identificamos como hechos materiales en los que existe 

controversia real sustancial que ameritan una vista 

evidenciaria ante el T.P.I., para dilucidarlos y que 

derrotan la expedición de la Sentencia Sumaria 

presentada por NTT DATA:   
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a.  La alegación del demandante, Dávila de que su 

supervisor Marcelo Casas le indicó el día en que lo 

despidió, que la razón del despido fue sus 

problemas personales de divorcio, pensión y 

custodia y el efecto que ello tenía en su trabajo 

en la empresa. 

b. Que Casas intervino directamente para reducirle 

funciones a Dávila y para quitarle clientes, ello 

por razón de los problemas personales de 

divorcio, pensión y alimentos que éste 

confrontaba. 

3. El T.P.I. aplicó correctamente la normativa de la Regla 

36 de P  Procedimiento Civil, al rechazar la Sentencia 

Sumaria presentada por la aquí peticionaria, puesto que 

existe controversia real sustancial sobre hechos 

materiales que ameritan ser dilucidados en juicio 

plenario. 

IV 

 Por los fundamentos previamente expuestos, se DENIEGA 

la expedición del auto de Certiorari solicitado. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


